Carátula 


SEÑORA SECRETARIA- Está abierto el acto. 
(Son las 15:13). 


—De acuerdo con el artículo 151 del Reglamento de la Cámara de Senadores, corresponde 
designar presidente y vicepresidente de la comisión. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Propongo como presidenta de la Comisión de Presupuesto a la señora 
senadora Tourné. 


SEÑORA SECRETARIA.- Se va a votar la propuesta de la señora senadora. 
(Se vota). 
4 en 5. Afirmativa. 
(Ocupa la presidencia la señora senadora Tourné). 
SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 15:14). 
—Corresponde ahora designar al vicepresidente. 
SEÑORA ALONSO.- Propongo a la señora senadora Aviaga. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la propuesta formulada. 
(Se vota). 
5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
(Ingresan el señor presidente y los señores secretarios y prosecretarios del Senado). 


—Damos la bienvenida al señor presidente y a los señores secretarios de la Cámara de 
Senadores, a quienes con mucho gusto les ofrecemos la palabra. 


SEÑOR SENDIC.- Muchas gracias, señora presidenta. 


Es un gusto participar en esta sesión de la comisión para presentar un informe sobre la 
rendición de cuentas y balance de ejecución presupuestal de la Cámara de Senadores y de la 
Comisión Administrativa. 


Voy a presentar algunas de las características generales que tiene este proyecto y luego los 
señores secretarios explicarán el articulado. 


Básicamente hemos procurado, tanto en el Senado como en la Comisión Administrativa, 
regirnos, en la administración de los recursos, por la política de austeridad que está planteada desde la 
aprobación del presupuesto en el año 2015. 


Hemos mantenido el criterio del mismo monto global a valores constantes y hemos apuntado 
a disminuir gastos innecesarios y destinar recursos a aquellos elementos que habían sido priorizados 


por esta comisión y por la cámara en el momento en que aprobó el presupuesto quinquenal. En ese 
sentido, quiero aclarar que, en realidad, hicimos un presupuesto quinquenal y luego nos hemos venido 
manejando con las rendiciones de cuentas en cada año. 


Como decía, vamos a proponer para el próximo año un manejo en la misma línea, que 
mantiene en niveles similares los valores presupuestales, y proyectamos disminuir los créditos 
correspondientes a sueldos básicos y gastos de representación de los senadores como forma de 
racionalizar la gestión administrativa. Las asignaciones que corresponden a representantes nacionales 
que vienen a cumplir suplencias, a diferencia de lo que venía ocurriendo, van a ser cubiertas por la 
cámara de origen. Esto, sin duda, va a significar una reducción en los gastos de representación y de 
asignación de recursos para las suplencias. 


El señor secretario va a explicar la propuesta de reestructura planteada, que tiene que ver 
con la reorganización interna de elementos que son funcionales a la mesa de la cámara para el mejor 
manejo de la información. También hay una propuesta de creación de un área que va a permitir un 
mejor control de los recursos que maneja el Senado porque hasta ahora no existe un área de auditoría 
interna. 


Básicamente esos son los principales elementos que están planteados en el proyecto. 


Por otra parte, como ustedes saben —es un tema que resulta sensible—, en el presupuesto 
habíamos aprobado la posibilidad de tener retiros incentivados para los funcionarios, pero ahora no 
estamos haciendo lugar a eso. Creemos que no estamos en condiciones de afrontar estos retiros. 


También hay una propuesta de los funcionarios solicitando la equiparación del seguro de 
salud, lo cual tampoco estamos en condiciones de aceptar teniendo en cuenta la política global de 
manejo de los recursos que ha planteado el gobierno. En la Cámara de Senadores no estamos en 
condiciones de ser una excepción en ese sentido. 


Ahora, si lo permiten, quisiera que haga uso de la palabra el secretario Montero para realizar 
una exposición sobre el articulado del proyecto y los dos elementos que acabo de mencionar porque 
creo que son puntales en la reorganización del manejo de la Cámara. 


SEÑOR MONTERO.- Buenas tardes. El proyecto de resolución de esta rendición de cuentas está 
dividido en dos capítulos. El primero contiene las disposiciones generales, que son cuatro artículos, de 
los cuales tres son los que figuran siempre en las rendiciones de cuentas, es decir, son de estilo. El 
artículo 2%, como dijo el señor presidente, tiene que ver con que bajamos el costo, tanto en sueldos 
como en gastos de representación, por el hecho de que la Cámara de Representantes va a hacerse 
cargo de ahora en más de los costos de las licencias y de los sueldos de los legisladores cuando 
pasan al Senado. 


El segundo capítulo refiere a los escalafones y los funcionarios. Quienes hayan venido 
siguiendo tanto el presupuesto como la rendición de cuentas del año pasado habrán visto que hemos 
tratado de hacer algunas modificaciones en el organigrama del Senado para crear algunos cargos y 
hemos ido acomodando algunas funciones. 


En la rendición de cuentas del año pasado se creó el cargo de director de área de la 
secretaria, ya que la secretaría de la Cámara no tenía una dirección de área sino una división, lo que 
traía como consecuencia que la directora de división de la secretaría de la Mesa, cuando tenía que 
comunicarse con sus pares, que son directores de área, tenía que tratar con un grado superior al de 
ella, sobre todo en el área legislativa o de apoyo legislativo; estaba en inferioridad de grado porque era 
una directora de división que se dirigía a un director de área. Por eso entendimos que era mejor crear 
un cargo de director de área. Eso ocurrió en la rendición de cuentas del año pasado. Luego de creado 
ese cargo de director de área, por el cual ya se concursó y se llenó, ahora se crea lo que sería la 
estructura hacia abajo porque lo único que tiene el Área Secretaría de la Mesa es una división de 
secretaría y dos departamentos. 


Ahora proponemos transformar el área legislativa porque entendemos que el Área de Gestión 
Legislativa tiene departamentos y funciones que, a nuestro juicio, corresponden al Área Secretaría de 
la Mesa. Todo lo que entra a la Cámara de Senadores, como los proyectos de ley y las 
comunicaciones, lo hace por el Área Gestión Legislativa y no por la Mesa, o sea, tenemos el 
conocimiento de ello pero no la función. Entonces, proponemos que a partir de ahora se cree la 
División Administración Documental y, dentro de ella, el Departamento Mesa de Entrada por donde 
entrarán los documentos a la Cámara y el Departamento de Comunicaciones, por donde saldrán los 
documentos. 


De esa manera, el Área Secretaría de la Mesa puede tener un control y hacerse responsable 
de todo lo que entra y sale de la Cámara. Eso sería lo que tengo para decir sobre los artículos 5%, 6%, 7% 
y 82. 


En el artículo 9% se propone cambiar la denominación de la División Comunicaciones y 
Repartidos para que pase a llamarse División Procesadora de Documentos. 


En el artículo 10 se dispone que el Departamento de Archivo, que estaba colgado de Entrada 
y Trámite, pase a Diario de Sesiones. 


Por último, en los artículos 11, 12 y 13 se crea el Área de Auditoría Interna. La Cámara de 
Senadores no tiene un auditor interno y el Tribunal de Cuentas —que hizo una auditoría de todos los 
asuntos contables que tenemos-, en el último informe que realizó, entre las recomendaciones, señaló 
que era necesario crear ese cargo. La Cámara de Representantes lo tiene desde hace muchos años y 
está en funcionamiento; el Senado lo tuvo, pero lo eliminó. Ahora nuestra idea es crearlo nuevamente y 
que, a su vez, dependa de la Secretaría. 


En este momento solo creamos el área y el cargo. En un futuro —probablemente el 
año que viene, cuando un auditor o una auditora ocupe el cargo— diagramaremos qué divisiones y 
funcionarios se precisan. En la próxima rendición de cuentas armaríamos una estructura debajo del 
área para su mejor funcionamiento. No quisimos apresurarnos y, como se dice vulgarmente «poner la 
carreta delante de los bueyes», sino ir poco a poco. En este momento creamos el área y, luego de 
llenado el cargo de auditor interno, hablaremos con el director para crear las divisiones o lo que precise 
para el mejor funcionamiento del área. 


SEÑORA ALONSO.- Agradezco la presentación que han realizado. 
Quisiera plantear algunas preguntas, aunque quizás algunas ya han sido respondidas. 


Según lo que ha dicho el secretario Montero, algunas modificaciones que se hacen tienen que 
ver con denominaciones —artículos 5% a 9”—, pero no me queda claro cuál es el fin perseguido con esos 
cambios en el organigrama. 


Por otro lado, los artículos 11 a 13 tienen que ver con la creación del Área de Auditoría 
Interna, que será dependiente de Secretaría y no de Presidencia. Mi pregunta es por qué se la hace 
depender de Secretaría. 


Me parece bien lo que decía el secretario Montero de que no se ponga la carreta delante de 
los bueyes, pero me gustaría saber si se va a dotar de recursos económicos y humanos a esta área y 
si está prevista la cantidad de vacantes que se van a crear. 


De todas maneras, la mayor duda que tengo es por qué se crea el auditor dependiente de 
Secretaría y no de Presidencia. 


SEÑOR SENDIC.- La primera pregunta que hizo la señora senadora Alonso, relacionada con las 
denominaciones, va a responderla el secretario Montero. 


En cuanto a la pregunta relacionada con la auditoría, tengo exactamente la misma duda. Creo 
que la auditoría debería reportar, por lo menos, a la Presidencia, porque la Secretaría también debe ser 
objeto de auditoría. Entonces, pienso —esto está a consideración de la comisión y deberían ser los 
señores senadores quienes lo analicen— que debería haber un reporte a la Presidencia del Senado 
sobre el trabajo de la auditoría, que no puede estar ajena. Además, me parece que el funcionamiento 
de la Secretaría —sin personalizar— debe ser objeto del trabajo y del análisis de la auditoría. 


Para responder la primera pregunta, cedo la palabra al secretario Montero. 


SEÑOR MONTERO.- Voy a tratar de ser un poco más claro con respecto a estos artículos. Tal vez 
haya sido mi error no haber traído un organigrama para que puedan ver bien cómo están organizadas 
las áreas, las divisiones y los departamentos, así como el movimiento que se trata de realizar. 


Hoy en día, en el área Gestión legislativa existe una división llamada Trámite y registro, que 
tiene dos departamentos: Mesa de entrada y Archivo. Lo que se propone hacer es que la división 
Trámite y registro cambie su denominación y pase a llamarse Administración documental y, a su vez, 
que deje de depender del área Gestión legislativa y pase a depender del área Secretaría de la mesa, 
en cuyo caso arrastra al departamento Mesa de entrada, que va junto con la división. Como el 
departamento Archivo ya no tiene división, pasaría a depender de la división Diario de sesiones, y se 
crea un departamento dentro del área... 


SEÑOR BORDABERRY.- Disculpe, señor secretario, pero ¿de qué dependería Archivo? 


SEÑOR MONTERO..- Perdón, dependería de la división Procesadora de documentos. Lo que ocurre es 
que esa era mi idea, pero el director del área me dijo que era mejor hacerlo de la otra manera, aunque 
al parecer me quedé con la idea original. Le pido disculpas, señor senador. 


Retomo mi explicación. La división Administración documental —que pasó al área Secretaría 
de la Mesa- tiene en su órbita al departamento Mesa de entrada; también se crea otro departamento 
junto a este, que es el famoso departamento de Comunicaciones. ¿Qué es lo que va a realizar esa 
división junto con los departamentos Mesa de entrada y Comunicaciones? Va a recibir todos los 
documentos que entran, como por ejemplo, los proyectos de ley que presentan los legisladores. Hoy en 
día entra un proyecto de ley a Mesa de entrada y esta le pone el sello; si lo presentan en Presidencia, 
esta lo pasa a Secretaría y luego, desde Secretaría, lo enviamos a Mesa de entrada, donde se le pone 
el sello. Actualmente Mesa de entrada no depende de la Secretaría sino de otra área. Entonces, lo que 
pretendemos es que dependa de la Secretaría para que la responsabilidad de todo lo que entra y todo 
lo que salga sea del área Secretaría de la Mesa. Es simplemente eso. 


Por otro lado, me parece bien lo que dijo el señor presidente con relación a la auditoría, es 
decir, que Presidencia tenga información respecto al auditor interno y que la Secretaría sea auditada. 
Es un tema de organigrama y de calificaciones. El presidente no califica a los funcionarios porque la 
Presidencia no integra el organigrama. Al depender de la Secretaría, los que van a responder, los que 
van a calificar al auditor llegado el momento, son los secretarios. En el organigrama tiene que haber un 
jerarca y la que figura en la cima es la Secretaría. Como la Presidencia no integra el organigrama, 
entendimos que la auditoría tenía que depender de la Secretaría, pero no tengo ningún problema en 
que dependa de la Presidencia. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que es sensato lo que se dice en cuanto a la calificación, pero me 
parece que el concepto mismo de auditor se da de bruces con el hecho de que a este lo califique aquel 
a quien va a auditar porque, obviamente, el auditor debe tener una nota de independencia absoluta. No 
sé si hay alguna posibilidad de pensar en algún tipo de estructura que no implique que el auditado sea 
quien califique al auditor. Creo que todos estamos de acuerdo en el sentido de dar total independencia 
al auditor. Esta es la primera inquietud que queremos plantear: ¿podemos imaginar algún tipo de figura 
en la que quien califique no sea el auditado? Creo que por ahí iba lo manifestado por la señora 
senadora Alonso y por el propio presidente del Senado. 


La otra pregunta, profundizando en algo que no se contestó, apunta a saber de dónde salen 
los recursos si se crea un cargo, dado que no hay aumento de presupuesto. 


SEÑOR MONTERO.- Presupuestalmente tenemos los recursos; contamos con recursos financieros 
como para crear un cargo de director de área, por lo que no tendríamos que pedirlos. 


En el caso del departamento de Comunicaciones, los señores senadores pueden ver que se 
crea solo el departamento pero no el cargo porque tenemos suficientes jefes de departamento como 
para poder llenarlo. Hoy en día hay dieciocho departamentos y veinticinco jefes de departamento; por 
lo tanto, tenemos jefes de departamento como para llenar ese cargo. 


En el caso del director del área de Auditoría interna se crea el cargo, precisamente porque el 
auditor no puede tener un grado inferior a ese. 


Recuerdo que estuve en todo el proceso de la Cámara de Representantes durante la 
Presidencia del señor legislador Gustavo Penadés, que fue cuando allí se creó la auditoría interna. 
Primero se la pensó como una dirección de división, y fue así como se la llenó. Por ese motivo Nibia 
Arias —que es la auditora interna de la Cámara de Representantes— tenía el cargo de directora de 
división, pero en esta legislatura se la ascendió a directora de área porque, lógicamente, estaba por 
debajo de los demás directores de área cuando ella era la que tenía que auditarlos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Justamente, hacia ese lugar iba la pregunta que quería hacer. La 
experiencia que tenemos es la que ha desarrollado, como punto de partida, la Presidencia del señor 
legislador Penadés en la Cámara de Representantes. ¿De quién depende, en ese caso, el auditor de 
esa cámara? 


SEÑOR MONTERO..- De la Secretaría. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Esa es, repito, la experiencia que tenemos. 


SEÑOR SENDIC.- De todas maneras, me parece que tenemos que encontrar la fórmula que permita 
un reporte de la auditoría directamente a la Presidencia porque eso es lo que se da en cualquier lugar 
de trabajo o empresa; el responsable último de la gestión es el presidente. 


Entonces, creo que debemos encontrar una fórmula, repito, que nos permita que el informe de 
la auditoría se reporte directamente a la Presidencia, independientemente de que después la 
evaluación pueda correr por cuenta de la Secretaría. 


Coincido absolutamente con la visión que se ha planteado en la comisión respecto a la 
necesidad del vínculo directo que debe haber entre la Presidencia y la auditoría. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En lo personal, también siento que debe ser un cargo con la mayor 
independencia posible de quienes van a ser auditados. Queda pendiente el tema de las calificaciones, 
pero que creo que eso tendrá que debatirse luego la comisión. La observación realizada me parece 
pertinente a los efectos de garantizar la mayor autonomía, que es lo que debe tener un auditor. 


SEÑOR MONTERO.- El artículo 11 dice: «Créase el Área de Auditoría Interna cuyos cometidos y 
funciones serán reglamentados por la Presidencia del Cuerpo en acuerdo con la Comisión de Asuntos 
Administrativos en un plazo de sesenta días», con lo cual se puede incluir el reporte a la Presidencia. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no hay más preguntas, agradecemos a los señores secretarios y 
prosecretarios por su presencia y por la información brindada. 


(Se retiran los señores secretarios José Pedro Montero y Hebert Paguas y los señores prosecretarios 
Silvana Charlone y Luis Calabria). 


(Ingresan el secretario Wilder Leal y el prosecretario Fernando Perdomo). 


—La comisión de Presupuesto les da la bienvenida al señor secretario Wilder Leal y al 
prosecretario Fernando Perdomo con motivo de considerarse la Rendición de Cuentas y Balance de 
Ejecución Presupuestal de la Comisión Administrativa. 


Para informarnos sobre este tema tiene la palabra el señor presidente de la Asamblea 
General. 


SEÑOR SENDIC.- Muchas gracias, señora presidenta. 


Efectivamente, estamos en condiciones de presentar el proyecto de ley de Rendición de 
Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal del Ejercicio 2016 que, siguiendo una política similar a la 
del Senado, ha basado la gestión en un mesurado uso de los recursos financieros, tal como fuera 
aprobado en el presupuesto quinquenal 2015-2019. De las cifras presentadas por los servicios surge 
que la política de racionalización de gastos ha permitido un ahorro del 26 % de los créditos 
presupuestales disponibles en la Comisión Administrativa, dando cumplimiento prácticamente a todos 
los objetivos trazados en el período. 


Si bien estamos en condiciones de presentar un análisis del articulado del proyecto de ley, 
esencialmente podemos resaltar que ha habido ahorros importantes, tal como ocurrió en el Senado. 
Hoy olvidamos mencionar que al haber asumido, por parte de nuestros servicios, la televisación de las 
sesiones, pudimos ahorrar USD 120.000 anuales. 


Si los señores senadores están de acuerdo, solicito que se ceda el uso de la palabra al señor 
secretario Leal para que pueda hacer un análisis somero del articulado, que es bastante más complejo 
que el del Senado. 


SEÑOR LEAL.- Buenas tardes a todos. 


El señor presidente ya ha señalado lo conceptual, lo medular que plantea esta rendición de 
cuentas. Tanto en la Comisión Administrativa como en las comisiones del Senado hay miembros que 
cada tanto se renuevan, por lo cual es importante señalar que la Comisión Administrativa ofrece una 
diversidad muy importante de servicios; de hecho es la unidad ejecutora más «pesada» —dicho entre 
comillas—- de toda la administración, con 461 funcionarios. De todas maneras, estamos dando 
continuidad a un proceso de racionalización —así es como lo denominamos- iniciado en el período 
anterior, en el que tuvo un fuerte énfasis, aunque ya venía de antes porque recuerden que esta unidad 
ejecutora en algún momento supo tener 650 funcionarios. Hoy somos 461 tratando de dar respuesta a 
una diversidad de servicios; incluso, a veces se nos pregunta acerca de cada uno de ellos, pero no 
viene al caso traer la información a esta reunión. 


Lo que vamos a hacer es apenas un acercamiento a una fotografía de la Comisión 
Administrativa, que ofrece a las tres unidades ejecutoras muchos de los servicios que mencionamos. A 
diferencia del Senado y de la Cámara de Representantes, que básicamente se autoabastecen y tienen 
servicios propios, la Comisión Administrativa ofrece desde servicios jurídicos y notariales, arquitectura, 
biblioteca, así como nueve talleres que permiten el mantenimiento del edificio. Todo esto viene a 
cuento para señalar que esa estructura da respuesta también a una cantidad de tareas que hacen a 
toda la casa y no solamente a esa unidad ejecutora. 


Dicho esto, queremos destacar que en el año 2015 se había trazado una estrategia de 
racionalización. En realidad, en una estructura de estas características, con más de veinte servicios, se 
trata de tomar como referencia lo que se venía haciendo, que consideramos importante dado que hoy 
estamos ofreciendo los mismos servicios con menos funcionarios. Más allá de lo que mencionó el 
señor presidente, en el sentido de que al haber finalizado un ejercicio podemos contar que hay un 
porcentaje —el 26 %- no utilizado de la partida, creemos que lo fundamental para esta rendición es lo 
que estamos proponiendo de aquí en adelante, que es la eliminación del 25 % de las vacantes que 
tiene la unidad ejecutora. Por supuesto que en estos meses tendríamos que hacer una tarea 
«quirúrgica» —entre comillas—-, pero si traducimos esa decisión a valores monetarios podríamos estar 
alcanzando un ahorro de entre $ 115:000.000 y $ 120:000.000 anuales. Consideramos que en ningún 


sentido estaríamos debilitando a la unidad ejecutora porque aun así tendríamos un porcentaje 
estimable de potenciales recursos humanos a ser incorporados, si es que la situación lo amerita. 


En principio, y dado el análisis que hacemos hoy, el diagnóstico del momento es que estamos 
en condiciones de eliminar ese 25 % de vacantes, que se traduce en ese monto estimativo. 


El otro monto significativo que figura en los últimos artículos tiene que ver con sacar de esa 
planificación quinquenal la obra de ampliación edilicia que en este momento no va a ser desarrollada, y 
no porque no resulte importante —por algo en su momento la incorporamos al proyecto—, sino porque 
hay prioridades. Sí vamos a cumplir con una parte de esa ampliación, que es una reforma que se inicia 
este año en la planta baja del edificio anexo con la finalidad de tener un mejor aprovechamiento del 
espacio físico ya que en toda la planta hay un alto porcentaje de metros cuadrados que están siendo 
desperdiciados. Vamos a hacer un cerramiento exterior desde donde está ubicado el cajero automático 
hasta el otro extremo, que es utilizado para el estacionamiento de motos y bicicletas. 


Básicamente, se trata de una obra en seco —con mucho metal, vidrio y yeso- que va a ser 
realizada en gran parte por funcionarios de la casa. Será un cambio cualitativo que permitirá contar con 
nuevos y mejores espacios de trabajo que, por supuesto y en primer lugar, van a estar al servicio de la 
actividad legislativa. Allí se van a instalar oficinas, algún espacio de uso común y una sala de 
reuniones, pero serán ustedes los que decidirán su uso; nosotros simplemente sugeriremos qué 
actividades podrán desarrollarse en el marco de esos espacios. 


Como dije al principio, esto implicó darle de baja —nosotros lo sugerimos- a unos recursos que 
están entre $ 65:000.000 y $ 68:000.000 porque no los vamos a utilizar en este Período. Para ser más 
explicativo, se trata de la zona prevista como helipuerto que nunca pudo utilizarse como tal porque el 
informe técnico que pedimos determinó que si algún día bajaba un helicóptero allí se rompían todos los 
vidrios por un problema de cálculos sobre la fuerza del viento. Por lo tanto, nunca se va a poder utilizar 
para eso y tiene muy buenos cimientos para usarla con otra finalidad. 


Supongo que los señores senadores tienen una idea de la situación actual a nivel edilicio. Hay 
dificultades de espacio. El viejo edificio cumple noventa años. En el subsuelo funcionan oficinas de la 
Comisión Administrativa cuando originalmente fue pensado para depósito. Asimismo, la biblioteca 
creció muchísimo. Hoy tiene un millón de ejemplares, entre libros, revistas y publicaciones, y tiene 
catorce depósitos abarrotados en el viejo edificio, situación a la que le estamos buscando una solución. 
Estos son temas preocupantes desde el punto de vista edilicio. Vamos rumbo a los cien años del 
edificio del Poder Legislativo y creo que es hora de determinar prioridades. 


Otra obra que va a comenzar dentro de muy poco y está dentro del proyecto quinquenal —pero 
no la vemos aquí porque se incluyó entre los proyectos especiales quinquenales— es la que involucra 
un cambio en la explanada que rodea al edificio. No se trata simplemente de un cambio estético, sino 
que es para dar mayor consistencia a algunos pilares del edificio que a lo largo de estos noventa años 
han mostrado algún grado de dificultad o deterioro. También se está haciendo un trabajo especial 
debajo de la escalinata principal que da hacia Avenida del Libertador donde se detectaron algunas 
dificultades desde el punto de vista técnico y obviamente es importante atenderlo a tiempo. No es algo 
que pueda generar un accidente ni mucho menos, pero hay que tenerlo en cuenta por la antigúedad 
del edificio. 


En síntesis, lo medular pasa por dar de baja a los recursos que, por un lado, tienen que ver 
con los $ 120:000.000 anuales relacionados con recursos humanos y, por otro, con los proyectos 
especiales edilicios que no hacen mella en lo que es la planificación quinquenal, pero entendimos que 
al no ejecutarlos era una cuestión de buen administrador el plantear darles de baja definitivamente. 


Pasamos ahora a la parte de incrementos que, como dijo el señor presidente, quizás reúna 
alguna complejidad mayor al planteo que se hizo en la otra unidad ejecutora. Lo que ocurre en esta 
rendición de cuentas es que básicamente lo que está planteado como incremento ya se aprobó en 
otras instancias. Así, podemos remontarnos a 2012, cuando el propio Senado aprobó que así como en 
esa unidad ejecutora se habían habilitado los indicadores globales —que se conocen como indicadores 
de gestión también correspondía otorgárselos a la otra unidad ejecutora. 


En realidad, la Comisión Administrativa siempre ha ido un paso atrás en cuanto a los avances 
que han beneficiado a los funcionarios del Senado. Desde que llegamos, nosotros siempre hemos 
tratado de decir que, en el marco de una política muy racional y mesurada del uso de los recursos, 
íbamos a procurar potenciar a la unidad ejecutora porque cuando llegamos entendíamos o sentíamos 
que existe todo un potencial —valga la redundancia— para dar respuesta a un montón de situaciones. 


Por otro lado, notamos que algunos funcionarios —por lo menos en determinadas áreas— 
tienen cierto desestímulo porque sienten que el conjunto de usuarios del Poder Legislativo no hace una 
justa valoración de su tarea; por ejemplo, muchos creen que todo se hace afuera. Sin embargo, 
mientras estamos reunidos acá hay 67 personas que son operarios y responden a los nueve talleres 
que tenemos. Desde que llegamos nos propusimos avanzar para conseguir algún beneficio muy 
puntual, pero como contrapartida queremos demostrar que desde la Comisión Administrativa nuestros 
servicios pueden estar a la altura de la responsabilidad. En este caso específico, me refiero al 
mantenimiento edilicio, pero también está todo lo que ustedes ya conocen. 


Por ejemplo, el otro día me comentaba el señor senador Bordaberry —al igual que el señor 
presidente del Senado, que lo pudo ver— que había quedado muy satisfecho con la restauración de un 
viejo cuadro de Artigas. Ese técnico que está todo el tiempo en una tarea artesanal es nuestro y fue 
capacitado para ese trabajo. 


Asu vez, hay otra tarea que se ve muy poco y es la relativa al salón de fiestas. Cabe destacar 
que será inaugurado nuevamente en octubre o noviembre; el salón de fiestas es una joyita para este 
edificio. Todo esto ha estado a cargo de nuestro personal y queremos decirlo en esta instancia porque 
en la dinámica y en la agenda más relevante a veces no se sabe —no tienen por qué saberlo— cómo es 
la Comisión Administrativa, cómo trabaja y a qué se dedica. 


Como decía, hay servicios que sí son conocidos como, por ejemplo, los de jurídica, notarial, 
arquitectura, la propia biblioteca o informática, que es a los que más se recurre, pero también están 
todos los talleres y la parte de oficios que queremos reivindicar porque, en definitiva, hacen mucho, 
sobre todo, por el mantenimiento edilicio. 


Ya he comentado que los incrementos guardan relación con algo que ya se había aprobado. 
En su momento se dijo que, así como el Senado tenía los indicadores globales, que equivalen al 20 % 
de un salario base de jefe de departamento, la Comisión Administrativa también iba a ir por ese 
camino, pero lo hizo tardíamente. En aquel momento se decidió hacerlo en dos etapas: primero se 
otorgaría el 11 % del beneficio y, a futuro, cuando se terminara de implementar el sistema de contralor 
de la herramienta llamada «indicador global», se llegaría al 20 %. Eso ya ocurrió y en esta rendición de 
cuentas pretendemos cubrir ese porcentaje para llegar al 20 % que, insisto, es lo que ya están 
cobrando los funcionarios del Senado desde hace un buen tiempo. Esto dispara otras cosas como, por 
ejemplo, aportes patronales, fondo de licencia a fin de año, los beneficios que complementan el sueldo 
base como el 58 % por dedicación especial que tienen los funcionarios, etcétera. 


En definitiva, esto es lo que en principio asoma como el primer número que a ustedes como 
legisladores les puede generar alguna inquietud. Me estoy refiriendo al artículo 3”, que es el que 
abarca toda esta información. 


Por su parte, el artículo 4” tiene que ver con una decisión que tomó la Comisión Administrativa 
el año pasado. Además de los funcionarios, cuenta con los servicios tercerizados, que no son pocos, 
pero el que más peso tiene en la Administración es el de la limpieza. Este fue un tema de 
preocupación, que incluso se trató en comisión en la Cámara de Representantes y, en cada 
oportunidad que tuvimos, intentamos explicar que no hemos estado haciendo nada ilegal. Todo esto se 
hizo en base a la ley que rige las tercerizaciones y, por lo tanto, la Administración no ha estado 
incumpliendo. Digo esto porque en algún momento se cuestionó si en realidad podíamos estar 
infringiendo algún aspecto de la normativa legal. Lo que ocurrió fue que, en determinado momento, 
hubo un planteo muy fuerte —incluso a nivel de los señores legisladores—, en el sentido de que, en esta 
Casa, debíamos dar una señal distinta. Los setenta funcionarios de la limpieza perciben salarios 
sumamente bajos aunque están comprendidos dentro del laudo del sector; están en el orden de los $ 
13.000. 


Existía también la dificultad de que el contrato firmado con la Administración les permitía ser 
retenes en otros organismos del Estado con los cuales tiene contrato la empresa que actualmente 
trabaja aquí, en el Palacio Legislativo. Por lo tanto, ellos venían a las seis de la mañana y, como el 
contrato no decía que tenían turnos específicos, la empresa los utilizaba hasta las dos, tres o cuatro de 
la tarde, pero si los necesitaba en Antel, el Banco República u OSE, se los llevaba y nosotros nos 
quedábamos sin el servicio. Es más, había días de sesión en los que debíamos hacer un 
rompecabezas. A raíz de esta situación, obviamente primero hablamos con los representantes de la 
empresa y les explicamos que esto no podía seguir ocurriendo, pero ellos se basaban en un contrato 
que reunía una serie de dificultades y nosotros ahora vamos a corregirlas porque estamos en pleno 
proceso de selección de una nueva empresa para el servicio de limpieza. 


Quiero comentar —muy por arriba- que, en su momento, se planteó que podíamos hacer el 
intento de mejorar la calidad del empleo de esos funcionarios aquí en la casa y tomamos como ejemplo 
algunas situaciones que se dieron en otros organismos. Por ejemplo, cuando el Banco Central del 
Uruguay realizó el último llamado, pidió el laudo y medio del sector. La idea es mejorar siendo muy 
mesurados porque, en definitiva, una parte de ello lo termina absorbiendo la Administración. En función 
de eso, cambiamos totalmente las bases del nuevo llamado. 


Otro problema fundamental que atañe a los funcionarios de la empresa que actualmente 
desarrolla las tareas de limpieza es que son jornaleros. Por ejemplo, el mes de abril fue el peor porque, 
como consecuencia de la semana de turismo en la que no trabajaron, perdieron el 25 % del salario. 


Entendimos que esas situaciones en esta casa no se justificaban y que, de alguna manera, 
debíamos hacer un esfuerzo mayor. A partir de ese momento se elaboró una propuesta que se elevó a 
la Comisión Administrativa y los señores legisladores decidieron acompañarla. Esta es la que hoy rige 
las bases del llamado —que está a punto de concluir— para seleccionar una nueva empresa. Además, 
tuvimos la fortuna de que se presentaron muchas empresas, lo que resulta muy bueno. Siempre es 
mejor seleccionar cuando hay opciones. Nosotros hicimos algunas variantes porque entendimos que 
las condiciones que se planteaban para el llamado excluían a muchas empresas, sobre todo 
nacionales, por lo que generamos otras que a la vista están. Existe mucha competencia; quince 
empresas vinieron a la visita y nueve presentaron propuestas. Consideramos que este es un paso 
interesante. Reitero que todo se hizo en el marco de un nuevo llamado. 


Lo que generará impacto presupuestal para la Administración —insisto en que fue aprobado en 
la Comisión Administrativa y en ese ámbito se explicaron las razones— será que nosotros vamos a 
absorber la cuota parte de la diferencia. En realidad, las empresas van a ofertar paquetes y, se supone, 
que se dividen en tercios: salario, aportes patronales, insumos y ganancia. Dentro de ese marco 
propusimos no mover nada más de lo otro —obviamente tendremos que hacer las actualizaciones 
correspondientes a 2017-2018, pero sí modificar la remuneración de estos funcionarios que pasarán 
a percibir un salario promedio de $ 19.000. Por supuesto que no estamos hablando de nada 
extraordinario; simplemente esto les permitirá despegarse un poco de la situación original. Para ellos 
es tan importante eso como el hecho de que serán trabajadores permanentes para el Palacio 
Legislativo y dejarán de ser retenes, denominación que se usa mucho en el sector limpieza. Además, 
vamos a pedirles turnos completos hasta las 22 horas. Dejarán de ser jornaleros para pasar a ser 
mensuales. Por lo tanto, frente a una serie de contemplaciones que se dan en esta casa, como los días 
feriados y demás, ellos no tendrán que estar preocupados porque un día les altere el presupuesto, ya 
que ahora no ir a trabajar uno o dos días se refleja en su salario. 


Nuestra contadora nos pidió situarlo en nueve millones anuales, pero en realidad son seis 
millones y medio. Ella lo planteó en otros términos porque todavía no recibimos las propuestas y no 
sabemos cuánto va a ser. Podríamos pensar que si ninguna de las propuestas se ajusta a lo que 
estamos pidiendo, iríamos —por el artículo 33 del Tocaf- a una contratación directa. Si los precios no se 
avienen a lo que la Administración está dispuesta a pagar, tendríamos esa chance. La contadora hacía 
el planteo por cualquier inconveniente o imposibilidad. De todos modos, son rubros que no se 
solicitarían. 


Hay algo que queremos reivindicar de la Comisión Administrativa. Desde el punto de vista 
presupuestal, no pedimos el duodécimo, que es lo que se suele hacer en esta casa. Lisa y llanamente 
lo que hacemos es pedirle a la contaduría y luego la tesorería libera los recursos correspondientes al 
mes en curso. Tratamos de ajustarnos a lo que verdaderamente se utiliza en un mes en todos los 


programas y rubros que ustedes conocen. Como dije, se hacen las comunicaciones formales a la 
contaduría y, a través de la tesorería, se liberan los recursos que necesariamente se usan ese mes. 
¿Qué quiero decir con esto? Que somos incapaces de acumular un peso; esa forma de trabajar nos 
lleva a esta situación. Por eso, la contadora para prevenir alguna dificultad o imprevisto entiende que 
sería bueno contar con ese dinero, aunque sabemos que en una situación normal no se va a requerir a 
la contaduría esa diferencia entre los seis millones y medio y los nueve millones. 


En cuanto al artículo 5% se dice que es la única innovación, pero diría que desde que 
entramos en el año 2015 esta es la primera innovación presupuestal porque, en realidad, todo lo 
anterior fueron equiparaciones relacionadas con lo que pasa en el Senado, y debemos decir que 
todavía hay situaciones dispares. Con franqueza decimos que no solo entendimos los planteos que 
inicialmente se nos hicieron, sino que, en muchos casos, los compartimos. 


Cuando el legislador aprobó la ley que creó la Comisión Administrativa la estableció como una 
unidad ejecutora sumamente ligada al Senado en todos los aspectos, aunque luego empezaron a 
diferenciarse por cuestiones de reglamento y de estatuto. Siempre se procuró, sobre todo en esta casa 
donde se comparte el horario y demás, avanzar en la equiparación. Como decía, esta viene a ser la 
primera innovación. La Cámara de Representantes avanzó en el artículo 4% del presupuesto de 
Secretaría y el año pasado votó avanzar hacia el 1,5 % del hogar constituido. 


La diferencia que vemos con el Senado es que en este mismo ámbito el año pasado se votó 
una partida para los servicios financieros contables del Senado. Como nosotros tenemos una realidad 
distinta, a pesar del reclamo de los funcionarios, no lo presentamos ante la comisión y les explicamos 
los motivos. Entre otras cosas, se debe a que la estructura es distinta. En esta Cámara básicamente el 
Área Financiero Contable está integrada por funcionarios que trabajan en todos los documentos de 
afectación y en lo que tiene que ver con los medios de pago que realiza el Poder Legislativo, en 
particular, la unidad ejecutora Senado. En nuestro caso, hay una estructura mucho más grande que 
engloba a adquisiciones y compras. Entonces, más allá del reclamo de los funcionarios, sobre todo de 
los que están trabajando en el sector específico, son demasiados y no se justifica. Todo esto tuvo como 
base la nueva ley de inclusión financiera. En nuestro caso, como Comisión Administrativa marcamos la 
diferencia que había con el Senado y, a través de la asociación, les explicamos a los funcionarios que 
no era posible acceder a eso ahora, lo entendieron y estuvieron de acuerdo. Quise dar un ejemplo de 
las cosas que se dan y tienen particularidades. El Senado aprobó esto y nosotros dijimos que había 
que trabajar para pasar al año siguiente —que sería esta instancia— al 1,5 % del hogar constituido, que 
es algo bien democrático porque llega a todos los funcionarios, en ello no juega la antigúedad y no son 
cifras exorbitantes. Quería hacer esta aclaración simplemente porque es el único artículo que va en 
ese sentido. 


En cuanto a lo demás, sé que interesa a los señores senadores, pero salvo que quieran 
realizar alguna pregunta, desde el artículo 7% en adelante el proyecto tiene que ver con nuestro proceso 
de reorganización. Voy a dar un ejemplo hablando de un artículo, que es el más largo. Nosotros 
necesitábamos abogados, escribanos y contadores. A su vez, la parte de informática parlamentaria 
tuvo un nacimiento raro, por decirlo de alguna manera: se necesitaba tener un servicio de esa 
naturaleza y se invitó a varios funcionarios que no tenían formación específica. Hoy, después de varios 
años, nos encontramos, luego de un relevamiento, con que un 36 % de los funcionarios no tienen 
capacidades técnicas. Entonces, como no estábamos en condiciones de hacer un llamado para 
escribanos, abogados y contadores, los trasladamos desde informática para la parte jurídica, para la 
notarial y para la contable. En realidad, esto no tiene costo, pero ahora están reclamando los 
funcionarios del servicio informático porque les sacamos los cargos que, además, ya tenían antigúedad 
y resultaban costosos para la administración. Evidentemente, esto fue acordado, pero la idea era que si 
se necesitaban esos funcionarios, en vez de buscarlos por medio de un concurso externo, se prefirió 
recurrir al servicio de informática. Por ejemplo, teníamos un cerrajero abogado —digo esto sin ningún 
sentido peyorativo- que, además, es grado 3 en la universidad, integra una cátedra y trabajó en un 
estudio jurídico en derecho administrativo. Ante esa realidad, nos planteamos que esa era una buena 
oportunidad. Por consiguiente, cuando miramos los números nos damos cuenta de que en ese aspecto 
se logra un equilibrio, ya que ese funcionario pasó al último lugar del servicio, como abogado IV. De 
esa forma pretendemos regularizar situaciones que se están dando de hecho. Seguramente los 
señores senadores están interesados en este tema, pero insisto en que no tiene efecto presupuestal. 


Por otro lado, hay cargos que se eliminan y otros que se crean. Cuando eliminamos dos 
cargos de ayudantes de arquitectura lo hacemos porque no se necesitan. Sin embargo, no tenemos 
arquitecto l, por lo que por debajo de la dirección se produjo un hueco en la estructura y no se puede 
concursar. Pero en ningún caso, repito, esto implica un cambio presupuestal. 


El artículo 19 establece que, en caso de reglamentarse los retiros incentivados, la Comisión 
Administrativa va a ir por el mismo camino que adopte el Senado. 


El artículo 20 da cumplimiento a un fallo del TCA. Sobre este punto, vuelvo a una situación 
anterior, que es la misma que rige para el Senado actualmente. Todos los funcionarios cobran una 
prima por antigúedad. En la Comisión Administrativa en determinado momento se consideró que una 
cosa es reconocer la antigúedad y otra distinta es pagarla con retroactividad. A nuestro criterio, eso 
genera una situación difícil de entender. Para ilustrar esto voy a dar un ejemplo de un funcionario que 
ingresó en el año 1990, pero que trabajó en la parte privada o pública desde 1985 a 1990. Cuando 
ingresa a su función trae sus años de antigúedad reconocidos por el Banco de Previsión Social. Esto lo 
hace por un beneficio directo, ya que se empieza a computar para la prima por antigúedad. Si se 
comienza a trabajar en 1990, ese es el primer año que se computa, pero en el caso de ese funcionario 
que trajo la antigúedad de otro trabajo se computan 6 años. Nosotros respetamos el sistema, ya que se 
trata de aspectos prestablecidos desde hace mucho tiempo. Lo que ocurrió con este caso, que terminó 
en el TCA, fue que un funcionario en el año 2015 nos planteó que se le pagaran los años de 
antigúedad con una retroactividad de 25 años. No estábamos de acuerdo con esa fórmula, pero la 
íbamos a respetar si el TCA fallaba a favor del funcionario, cosa que efectivamente hizo. Por lo tanto, lo 
que estamos haciendo con este artículo es, ni más ni menos, que volver a la situación original. Incluso, 
como el Senado nunca cambió el criterio, no tuvo esta dificultad, pero la Comisión Administrativa sí. 
Nos atenemos —por supuesto, como corresponde— a la sentencia del tribunal, que tiene sus 
fundamentos. El TCA entiende que el derecho nace cuando nace el reconocimiento, y el BPS 
reconoció esa antigiedad. En cambio, nosotros entendemos que esto es como el legajo del 
funcionario: la responsabilidad de tenerlo actualizado es del funcionario y no de la Administración, 
porque con ese criterio el día de mañana alguien concursa y pierde, pero luego dice que se olvidó de 
traer el título y cuando lo presenta, con retroactividad, me anula el concurso. Esto es lo mismo. Al 
funcionario se le reconocieron todos los años, pero no se le pagó con retroactividad porque esta no es 
solamente entre el momento en que demostró la causal y el que entró a la Administración, sino que se 
le reconocen, desde que entró —desde el primer día, desde el primer mes-—, todos los años, hasta la 
fecha, 2017. Esa era la explicación para ese artículo que, en realidad, guarda relación con una 
sentencia del TCA. 


Con respecto al artículo 21, solicitamos que por medio de la Presidencia se pueda plantear un 
proyecto de reformulación del reglamento de calificaciones, concursos y ascensos, porque queremos 
que la herramienta del indicador global, la que marca la productividad del funcionario adentro, sirva no 
solamente para pagar una compensación mensual, sino que, como administradores, también nos sirva 
para saber si ese funcionario, en realidad, es bueno. ¿Qué es lo que está ocurriendo hoy? ¿Cómo se 
mide la calificación? Cada dos años el jefe del servicio pone un numerito, obviamente con un concepto. 
¿Pero a qué ha llevado esto, que es lo que nosotros hemos vivido en la casa, en la unidad ejecutora? A 
un período de inestabilidad, de descontento, porque ha sido muy difícil lograr un consenso en cuanto a 
los criterios. Directores, directores de área, jefes de división y jefes de departamento, cada uno tiene su 
criterio. ¿En qué terminaba todo eso? En que todos los funcionarios iban a los relojes para ver cómo 
habían quedado en la calificación final, porque eso se publica. Incluso a veces esa situación nos 
costaba trabajo, porque como integrantes de los tribunales tenemos que corregir. Hay que tener en 
cuenta que 40 es el máximo. Nosotros dijimos que íbamos a procurar achicar la brecha, y a tales 
efectos pusimos como límite 38. Pero hay ciertos funcionarios que nosotros reconocemos que son 
buenos; si tuvieran 30, y otro 38, eso los marcaría. ¿Por qué? Porque ante un eventual concurso eso 
puede determinar acceder o no al cargo. Por tanto, lo que decimos es: el indicador global se mide 
todos los meses, por lo que los jefes tienen que estar evaluando todos los meses. Y se pierde 
porcentualmente. El indicador tiene otros matices, pues habla de la actitud frente a la Administración, 
de la eventual falta de respeto frente a la jerarquía, etcétera. Eso hoy no está medido en el compromiso 
con la gestión, que básicamente representa venir a trabajar y cumplir, no faltar. Por lo tanto, vamos a 
elevar un documento —que vamos a trabajar con la Presidencia- que nos permita cambiar ese sistema 
—es decir, que se mida cada dos años— para hacer un monitoreo constante del rendimiento, del 
comportamiento y la actitud del funcionario con la Administración. 


En cuanto a los artículos 22 y 23, son los mejores que hemos traído; son los que mencioné al 
principio, que tienen que ver con poder dar alguna muestra, una señal clara, porque —insisto— los 
señores senadores entenderán que esto que relatamos así fue todo negociado. A los funcionarios no 
les cae muy en gracia ver que se reducen en un 25 % sus vacantes, porque siempre tienen la 
expectativa de que se llenen. La Secretaría dice que está trabajando con ciento y pico menos de 
funcionarios que hace diez años, pero nosotros decimos que de repente tenemos que estar dando 
otras respuestas y trabajando con otra dinámica por la falta, por la ausencia de esos puestos. El 
resultado es que esto está consensuado. No digo que haya cargos que sean ociosos que o no se 
justifiquen, pero el compromiso es no llenar más cargos o no crearlos. En cualquier caso, si 
eventualmente un futuro administrador entiende que se necesitan usar más vacantes, no va a tener 
dificultades, porque estamos hablando de un 25 %. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Quisiera plantear una pregunta que se ha transformado en una obsesión; ustedes 
me perdonarán. En el artículo 1% se dice: «Apruébase la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal Ejercicio 2016, del Programa 06 - Comisión Administrativa y el Programa 07 - 
Comisionado Parlamentario». De manera que no figura el Programa 08, que es la Institución Nacional 
de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. He visto que aquí hay un articulado vinculado a la 
propia institución, pero no advierto en ningún lugar un artículo por el que se apruebe el presupuesto de 
la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. 


Mi pregunta —que, reitero, es algo obsesiva porque en otras instancias nos pasó lo mismo— es 
en qué circunstancia levantamos la mano para aprobar este presupuesto. Insisto, en el artículo 1% no 
figura el Programa 08, Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, más allá de 
que después aparece en los estados contables. Esto me genera una duda que prefiero plantear ahora. 


SEÑOR LEAL..- Este es un tema no menor, que nosotros también venimos planteando desde 2015. La 
Secretaría hizo el esfuerzo de articular y componer. En el caso del comisionado parlamentario, lo 
tenemos muy cercano, porque como lo incorporamos dentro de nuestro presupuesto, tenemos la 
posibilidad de conocer todo. En realidad él, en el marco de su autonomía, utiliza las partidas 
presupuestales que han sido votadas pero que nosotros conocemos bien, porque interviene la misma 
contadora con la que trabajamos en conjunto para elaborar esto. 


El caso de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo es muy 
diferente, porque ellos se basan en la autonomía que les otorgó la ley. Y aquí surge un tema que es 
bien interesante comentar, porque justamente por estas horas podría tratarse algún documento para 
reformular la ley de creación de la institución en algunos aspectos. Esto podrá ser ahora o más 
adelante, pero cuando ocurra no sería menor ajustar este detalle. Nosotros siempre tratamos de 
colaborar y contribuir, porque entendemos que hay toda una institucionalidad que la rodea. En este 
ámbito se aprobó, por ejemplo, el tema de los concursos, y ellos ingresaron funcionarios. Incluso, 
estuvimos intercambiando con la contadora de la institución y ella nos plantea que las únicas variantes 
que surgen para este presupuesto son, justamente, las que devienen de esa creación —aprobada, por 
supuesto— de los nuevos cargos que se ocuparon en la institución, lo que disparó toda una serie de 
beneficios y de partidas. 


Pero, antes que eso, me gustaría comentar que en ningún caso quisiéramos que la secretaría 
de la Comisión Administrativa quede omisa frente a esta situación. En 2012 el tema ya fue motivo de 
análisis en este ámbito y, a partir de esto, le pedimos un informe a Jurídica. En su momento la señora 
senadora Moreira planteó una pregunta al respecto y la delegación de la Comisión Administrativa, 
encabezada por el secretario Fernández, explicó que la Comisión Administrativa no tiene que votarle el 
presupuesto ni las rendiciones de cuentas a la institución, porque la ley establece simplemente que se 
viabiliza. De todas maneras, haciendo un esfuerzo mayor, en el marco de la Comisión Administrativa y 
para que todo funcione, la contadora chequea los datos y hay alguna reunión previa, pero la 
responsabilidad en cuanto a la formulación no la tiene la Comisión Administrativa. Entonces —en aquel 
momento presidía la comisión la senadora Topolansky-, el secretario Fernández explicaba esto mismo: 
«El Instituto debe presentarnos su Rendición de Cuentas para que nosotros la elevemos dentro de 
nuestro Presupuesto. Es decir que ellos elaboran su propio presupuesto —que es diferente al caso del 
Comisionado Parlamentario— y realizan ajustes presupuestales; una vez que se trata en el Senado, se 
incluye dentro del Presupuesto de la Comisión». A continuación dijo la senadora Moreira: «Entonces, 
¿eso se presenta directamente al Senado?». Y el secretario Fernández contestó: «Efectivamente, 
señora Senadora». Y allí la presidenta dice que es la primera vez que se daba esa situación. Luego, la 


senadora Moreira expresa: «En lo personal, pensaba que la Institución Nacional de Derechos 
Humanos estaba comprendida dentro de la Comisión Administrativa; no sabía que era un rubro 
aparte». A esto el secretario Fernández dice lo siguiente: «Para puntualizar el tema, debo decir que, en 
realidad, esa Institución está comprendida dentro de la Asamblea General, o sea que el Ordenador 
Primario es el Presidente de la Asamblea General. Ahora bien, en la ley se establece que ellos 
presentarán su Presupuesto y lo viabilizarán a través de la Comisión Administrativa, pero tienen 
autonomía para hacer su Presupuesto». 


En consecuencia, frente a esa situación le pedimos un informe a la división Jurídica, que luego 
de analizar todo esto nos dice que es clarísimo que la Comisión Administrativa no tiene competencia 
para tratarlo, aprobarlo ni modificarlo; es competencia exclusiva y excluyente del Senado por expresa 
disposición legal. Obviamente, hay algo más para profundizar en esto. 


Lo que entendimos fue que hasta tanto la situación no variara, haríamos un esfuerzo 
constante con la institución. De hecho, nuestra contadora representa a la institución frente a los 
organismos de contralor, que es donde está la dificultad. La institución quedó como un híbrido: no es 
una unidad ejecutora, pero tiene autonomía presupuestal. Ante esto, ella nos dice que es la 
representante de la institución frente a los organismos de contralor, como el Tribunal de Cuentas, la 
Contaduría o la Tesorería de la Nación, pero no tiene ningún grado de injerencia en lo que es la 
elaboración de su presupuesto, ni en la ejecución presupuestal, que hasta ahora es independiente de 
la Comisión Administrativa. Por eso resulta difícil el tema. 


SEÑORA PAYSSÉ.- En función de lo que nos están expresando, entiendo la explicación pero no cómo 
se soluciona la votación de esa rendición si depende directamente de la Asamblea General; no tengo 
ningún artículo —no sé si está en algún lugar— que diga: «Apruébase la Rendición de Cuentas del 
Programa 08, Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo». Cuando se 
presenta como anexo, o lo que fuera, en la página 59 se dice: «Poder Legislativo, Comisión 
Administrativa, Ordenanza 81, Ejercicio 2016. Inciso 01 — unidad ejecutora 003», y después se 
menciona el programa 08, Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. Puedo 
entender todas las sutilezas y los pequeños conflictos que año tras año se han generado, pero quiero 
tener la certeza de cómo instrumentaríamos la votación de esta rendición en la Asamblea General 
porque en la página 9 se dice: «Proyecto de modificación presupuestal de la Institución Nacional de 
Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, 2017. Exposición de motivos», y luego hay una serie de 
artículos, pero no veo —pido disculpas porque mi asesor tuvo un problema familiar y no pudo completar 
el informe— ningún artículo que diga «Apruébase el presupuesto de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos y Defensoría del Pueblo». ¿De dónde sacamos ese artículo para que cuando aprobemos la 
rendición en los plazos en que lo debemos hacer —habida cuenta de que sigue viniendo como un 
programa de la unidad ejecutora 003— se laude el tema sin generar una omisión, un vacío o una 
dificultad mayor? 


SEÑOR SENDIC.- ¿Recibieron el proyecto de la institución? Coincido en que quizás hay que incluir un 
artículo en esta rendición planteando su aprobación. La decisión queda en manos de la comisión, pero 
debe ser aprobado por el Senado. Debe ser considerado aparte porque reporta directamente desde la 
institución a la Comisión de Presupuesto para que esta lo informe al Cuerpo. 


SEÑOR BORDABERRY.- Comparto la preocupación de la señora senadora Payssé. Creo que 
tendríamos que recibir a la institución para que nos explique esto. Por ejemplo, en el artículo 4* dice: 
«Se crean tres cargos profesionales dos para completar el equipo del MNP». 


No sé si recuerdan una película con Ringo Starr y Bárbara Bach, que se llama El Cavernícola 
y tiene más de veinticinco años. Es una película formidable; no hablan en ningún momento y los 
cavernícolas solamente emiten sonidos guturales. Nosotros vamos rumbo a eso. Se habla de MNP, 
INDDHH, BPC, etcétera, y así estamos, vamos hacia los sonidos guturales de la humanidad. Por lo 
tanto, habría que pedir que aclaren todo esto. 


Más allá de eso, cuando miro los artículos veo que se incrementan casi todos los rubros, 
menos uno que disminuye. Además de eso, podemos ver que la institución cumple aproximadamente 
el 50 % de los créditos asignados. O sea que no cumple con el 100 % asignado y nos pide más 
recursos. Es una institución que recién empezó a funcionar, pero debe tener algún tipo de previsión. 


De todas maneras, no es un tema de ustedes. Me parece que sería bueno que vinieran a dar 
explicaciones. 


A su vez, coincido en que debería haber un artículo para aprobarlo. El Senado tiene que 
aprobarlo. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Esta dificultad nació con la misma institución porque la ley tiene este 
problema. Yo perdí como en la guerra todas las veces que señalé esto, pero lo vuelvo a decir por 
enésima vez. Tenemos que revisar esta ley porque este no es el único agujero que tiene. Ahora 
estamos hablando de la cuestión presupuestal, pero tiene varios agujeros más. 


Como decían los señores senadores, no podemos analizar una rendición de cuentas y una 
propuesta sin la institución. En realidad, ella es la que tendría las respuestas. Recuerdo que en otras 
instancias ha venido la institución y creo que se podría pedir que venga. 


La idea que tengo —aunque puedo equivocarme- es que, como es un programa, en otras 
rendiciones de cuentas quedó aprobado. Es cierto lo que dice el secretario respecto a que esto es un 
híbrido total; no es un servicio descentralizado, sino una cosa rara. Entonces, al aprobar la rendición de 
cuentas de la Comisión Administrativa, queda aprobado el programa. 


Acá no aparecen todos los programas, pero quedan tácitamente aprobados. No podemos 
redactar un artículo para cada programa; no correspondería presupuestalmente. Me parece bien que 
venga la institución para contestar las dudas que surjan. De todas maneras, formalmente, al aprobar la 
rendición de cuentas de la Comisión Administrativa queda implícito el Programa 08. Estoy totalmente 
de acuerdo en que tenemos que analizar esto en el futuro porque es totalmente estrafalario. 


SEÑOR LEAL.- Quiero destacar dos puntos. En primer lugar, como no queremos quedar en omisión 
frente a esta situación, reiteramos el alcance que tiene nuestra responsabilidad. Creo que la secretaria 
salió a consultar porque, en principio, iba a venir alguien de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos y Defensoría del Pueblo, pero no concurrió nadie; nosotros los habíamos convocado por 
nuestro lado para que, si surgían dudas por cualquier aspecto técnico que nosotros no pudiéramos 
responder o en el que ustedes quisieran profundizar, así como nuestra contadora está afuera nos 
parecía que también debía estar alguien de la institución. Pero aun así, no es cierto que 
desconozcamos plenamente de qué se trata lo relativo a la institución porque, de hecho, tenemos un 
resumen artículo por artículo de qué se trata. Simplemente, no es nuestra responsabilidad oficiar de 
voceros de la institución. No es lo que nos encomienda la ley. 


Si los señores senadores desean profundizar en algún aspecto relacionado con el articulado — 
ahora el señor senador Bordaberry planteaba lo relacionado con el artículo 4”—, ellos plantean dos 
párrafos. No sé si los señores senadores tienen este documento. 


(Dialogados). 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Este es un programa. Si se incluye un artículo que diga: «Apruébase el 
Programa 08», hay que poner también que se aprueba el Programa 01 y el Programa 06. Es un 
programa. No es más que eso. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Siguiendo la lógica que está planteando la señora senadora Topolansky, yo 
pregunto ¿por qué en el artículo 1% se aprueba la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal Ejercicio 2016 del Programa 06, Comisión Administrativa, y el Programa 07, Comisionado 
Parlamentario, a texto expreso? Si es un programa ¿por qué hay que ponerlo a texto expreso y la 
institución no? Esas son mis dudas. 


Si es un programa y los programas están implícitos al aprobar el presupuesto de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, ¿por qué se pone el del Comisionado 
Parlamentario? No debería ser necesario incluirlo. Son dudas, no cuestionamientos. ¿Me explico? 


SEÑOR LEAL.- Compartimos esas dudas con la señora senadora Payssé. 


El tema es que a nivel de la creación del Comisionado Parlamentario se dice expresamente 
que su presupuesto irá incorporado al de la Comisión Administrativa del Poder Legislativo. 


SEÑOR SENDIC.- Creo que está a disposición de los señores senadores incorporarlo, mejorar esa 
redacción y después votarlo en el Senado con esas modificaciones. 


Estaríamos formalizando una situación que se plantea, tal cual, en la realidad. Así como está 
el Comisionado Parlamentario, con una frase se resuelve el presupuesto de la Institución Nacional de 
Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estaba consultando a la secretaría cómo se procedió en otros casos. 


Según se me informa, en otras oportunidades fue modificado el artículo 1 agregándose el 
Programa 08 Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. A los efectos 
administrativos, después se establecía Rendición de Cuentas Programa 06 Comisión Administrativa, y 
allí se desarrollaba, y luego Programa 08. Esa fue la manera en que se procedió. Eso no quiere decir 
que no podamos tomar otra alternativa y que no se nos plantee cada vez. Tal vez tiene razón la señora 
senadora Topolansky en el sentido de que las modificaciones deben ir por cuenta y parte de la ley del 
instituto y no de esto. 


Lo que hice fue recabar la información con secretaría acerca de la forma en que se ha 
procedido, que muchos de ustedes ya conocen porque integraban la comisión. Hay que tener en 
cuenta todas las observaciones que se realizaron en el transcurso de esta reunión, más allá de que 
luego resolvamos si queremos o no que la institución se presente a fundamentar su presupuesto. 


SEÑOR LEAL.- Quiero hacer una puntualización para la versión taquigráfica. 


Hablamos de informática y dijimos que era un servicio que se había debilitado porque 
sacamos funcionarios que no tenían ese perfil, pero en el artículo 17 fortalecemos la informática 
parlamentaria porque eliminamos unos cargos de informático junior para que queden cuatro para los 
que, por supuesto, habrá que concursar. La idea que tenemos, lejos de que se debilite la informática 
parlamentaria, es fortalecerla, sobre todo ahora que vamos a dar un nuevo paso, que es atender 
algunas situaciones con un viejo proyecto que en algún momento, si les interesa, podemos plantear en 
este ámbito. Me refiero a la CTIP —Comisión de Tecnología de la Información del Parlamento—, que es 
un proyecto que se creó en la anterior legislatura y al que queremos realizarle modificaciones para 
plantearlo con personal de la casa; ahí va a jugar un rol preponderante nuestra informática 
parlamentaria. 


SEÑOR SENDIC.- Sobre la CTIP quiero decir que hemos resuelto pedir un análisis externo sobre su 
funcionamiento y trabajo desde el punto de vista de las decisiones relacionadas con sus propios costos 
de funcionamiento y con las contrataciones, así como también con el resultado efectivo del trabajo que 
han hecho, que ya viene de hace muchos años y ha requerido un presupuesto muy considerable. 
Estamos pidiendo un análisis interno sobre todo el conjunto de decisiones que tienen que ver con el 
avance desde el punto de vista tecnológico y con la procedencia de los contratos. En realidad, nuestro 
objetivo sería unificar la tecnología parlamentaria y no tener dos organismos que estén funcionando en 
paralelo, porque esa situación no es la deseable. 


Por eso, repito, hemos resuelto hacer esta especie de consultoría externa sobre el trabajo de 
la CTIP y lo comunico para que los señores senadores estén en conocimiento. Esto lo resolvimos hace 
pocos días. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Quiero hacer un comentario aprovechando la presencia de los integrantes 
de la Comisión Administrativa. 


Cuando uno sube por el ascensor hacia la sala Ortiz ve que allí, en el rellano, hay un cuadro, 
el retrato de Domingo Arena, que está «sucuchado», dicho esto entre comillas. Creo que el retrato de 
esa personalidad tiene que estar ubicado en otro lado de este Palacio. 


Esto lo he planteado por todos lados y no he tenido suerte. Por eso insisto ahora. De lo 
contrario, algún día descolgaré el cuadro y veré si hay algún otro lugar para él. Me parece importante, 
repito, que el retrato de esa personalidad esté en otro lugar del Palacio por lo que significa. 


SEÑOR LEAL.- Tomaremos los recaudos necesarios. 
(Dialogados). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Una vez establecida esta inquietud que varios compartimos, la Comisión de 
Presupuesto agradece la presencia de los representantes de la Comisión Administrativa del Poder 
Legislativo. 


(Se retiran los representantes de la Comisión Administrativa del Poder Legislativo). 
SEÑOR SENDIC.- Quiero hacer un planteamiento a esta comisión. 


A partir de la inquietud que dejé planteada hace un rato pedí los dos organigramas. La verdad 
es que estamos en condiciones de analizar si fue una buena decisión la eliminación de la presidencia 
del organigrama. Me parece que si uno compara los dos organigramas —el que funcionaba hasta el año 
pasado y el actual- puede ver que en el organigrama anterior figuraba la Presidencia y existían la 
Auditoría Externa y la Auditoría Interna, que dependían directamente de ella. En realidad, no 
funcionaban pero estaba previsto que dependieran de la Presidencia. 


Digo esto para que los señores senadores lo consideren. Las modificaciones que tiene el 
organigrama son las que explicitó el secretario y tienen que ver con alguna de las áreas funcionales. 
Además, efectivamente el presidente es el principal ordenador de gastos. En el presupuesto anterior, 
en el capítulo Il, Estructura organizativa, en el artículo 7 decía: «Apruébanse los ajustes en el diseño 
institucional que quedan expresados en el organigrama de las unidades administrativas del Senado». 
Yo no derogaría este artículo porque en realidad debe tener otras modificaciones. Creo que esa 
eliminación de la presidencia del organigrama no se ajusta a la realidad de funcionamiento de la 
Cámara. En virtud de que la comisión lo va a analizar, me parece que una solución sería reintegrar a la 
presidencia al organigrama. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Solicito que se incorporen los dos organigramas a la versión taquigráfica de 
manera de analizarlos. 


SEÑOR BORDABERRY.- Los proyectos de ley que vienen de secretaría siempre traen las 
disposiciones citadas. En este caso, el artículo 19 dice, «a los efectos de la aplicación del artículo 45 
de la Resolución de la Cámara de Senadores de 22 de diciembre de 2015 se tendrá en cuenta lo 
dispuesto por el artículo 24 de la Resolución de la citada Cámara de 3 de febrero de 2016», y en el 
artículo 20 ocurre lo mismo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Los hacemos circular. 


SEÑOR SENDIC.- Como podrán observar, el organigrama presentado es una especie de espejo del de 
la Cámara de Representantes como consecuencia de la experiencia que el secretario tuvo allí. Sin 
embargo, hay una situación que es muy diferente entre una cámara y la otra, y es que la continuidad 
de la gestión en la Cámara de Representantes a lo largo de los años es llevada adelante por el 
secretario, ya que el presidente cambia todos los años. Esta situación es diferente a la del Senado, 
donde el presidente permanece durante todo el período. 


Antes de retirarme, agradezco la atención brindada. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa propone que la comisión se reúna el martes 25 a la hora 16 para 
recibir a la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo a los efectos de poder 
despejar algunas dudas en torno a su rendición de cuentas. Luego debatiríamos y resolveríamos sobre 
las otras rendiciones de cuentas que tenemos a consideración. Una vez que estén aprobadas, tenemos 
que convocar dentro de la misma semana, antes del día 31 de julio, a una sesión extraordinaria del 
Senado. 


(Ingresa a sala la delegación de Afucase). 


—La Comisión de Presupuesto tiene el gusto de recibir a la Asociación de Funcionarios de la 
Cámara de Senadores. 


SEÑOR MORENO.- Ante todo, queremos agradecer a la comisión por habernos recibido. Voy a 
presentar a la delegación, que está integrada por la compañera Adriana Lanza —vicepresidenta del 
gremio—, Gabriela Plácido -secretaria—, Rodrigo Magurno —representante de la comisión que 
estudia el tema de las prestaciones de salud- y quien habla, Ramón Moreno, presidente de la 
asociación. 


Nos presentamos ante esta comisión porque hemos dado todos los pasos que requiere la 
instancia de la rendición de cuentas, incluida la mesa de negociación y reuniones con los senadores 
integrantes de la comisión y demás integrantes del Senado. Como vimos que en el articulado no se 
incluyó ninguna propuesta de las que el gremio planteó, decidimos presentarnos ante la Comisión de 
Presupuesto con el articulado que entregamos a todos los señores senadores. 


SEÑORA LANZA.- Buenas tardes y muchas gracias por recibirnos. 


Ante la inminente aprobación de la Rendición de Cuentas venimos a hacerles algunos 
planteamientos de Afucase. En los últimos 20 años, más allá de los aumentos que corresponden por 
ley, no hemos recibido ningún tipo de mejora salarial extraordinaria en el Senado. También en estos 20 
años se jubiló mucha gente y las vacantes se suprimieron; hoy tenemos aproximadamente unos 70 
funcionarios menos que hace 20 años y estamos cumpliendo las tareas de esos compañeros que se 
fueron. Por lo expuesto y dado que a partir de enero tuvimos una pérdida salarial muy importante, 
venimos a plantearles un cambio en los indicadores de gestión. Apelamos a los indicadores de gestión 
porque esta Administración ya nos ha dicho que los aumentos que se pudieran dar iban a concretarse 
a través de indicadores de gestión y del compromiso con la gestión, y no de otra manera. 


En la actualidad nosotros estamos cobrando un indicador de gestión global, otro indicador 
específico y el compromiso con la gestión. Cada uno de esos índices —compromiso con la gestión, 
indicador global e indicador específico— equivale al 10 % del sueldo básico del jefe de departamento, lo 
que en cifras representa unos $ 7.000 nominales que, luego de los descuentos, quedan en algo más de 
$ 4.000. Nosotros estamos pidiendo que se cambie la base de cálculo y que en lugar de hacerlo sobre 
el sueldo de jefe de departamento, se tome el de supervisor general, lo que implicaría un pequeño 
aumento. Aclaro que esto significaría una recuperación salarial y no cubriría el total de lo que perdimos. 
Es más, esa recuperación salarial ni siquiera sería automática, porque los indicadores de gestión se 
cobran únicamente si se cumple con ellos; de lo contrario, no se cobran. Ya pasó en más de una oficina 
y división que no se cumplió y no se cobró. Además, como no son individuales, basta que un 
funcionario cometa un error para que toda esa oficina o división no cobre esos indicadores. 


El nuevo índice que estamos proponiendo implicaría un aumento de unos $ 6.000 nominales, 
que quedarían en algo más de $ 3.800 luego de los descuentos. Creemos que lo que estamos pidiendo 
no es muy significativo. Sabemos que tenemos buenos sueldos —eso siempre lo hemos reconocido— y 
lo que estamos pidiendo es una pequeña recuperación que también sirve como estímulo para los 
funcionarios. También es verdad que a partir de estos indicadores de gestión que, si mal no recuerdo, 
empezaron a regir en febrero de 2011, se ha mejorado el servicio de los funcionarios; nos han dicho 
que ha habido una mejora en la atención hacia los señores senadores, que son los dueños de casa. 
Por lo tanto, a partir de ello es que venimos a solicitar este aumento. 


Además, en la globalidad de los funcionarios públicos representamos un mínimo porcentaje 
que no llega al uno por ciento. Entre los más de 300.000 funcionarios que hay en la actualidad, cabe 
destacar que en todo el Poder Legislativo hay poco más de 1.200 y en el Senado, a diciembre de 2016, 
éramos 298. 


Como complemento de esto también solicitamos que el hogar constituido, que es de una base 
de prestaciones y contribuciones, pase a ser de dos BPC, lo que implicaría, luego de los descuentos, 
un incremento de alrededor de $ 2.000. Esto lo planteamos en la mesa de negociación hace más de un 
mes, pero no obtuvimos respuesta y por eso, una vez finalizadas las instancias de la mesa de 
negociación —que es el ámbito natural—, fuimos a hablar personalmente con los señores senadores, 
aunque algunos no pudieron recibirnos, pero igual les dejamos una carpeta con todo el material. Ahora 
venimos a la instancia de la comisión y quedamos a la espera de una próxima mesa de negociación a 
fin de seguir hablando porque, obviamente, estos son nuestros planteos y esperamos una respuesta o 
el inicio de una negociación. 


En nuestra asamblea también hubo planteamientos individuales de las distintas oficinas, 
cuyos detalles están en las carpetas que les hemos entregado y también están a estudio. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MORENO.- Me gustaría agregar que los indicadores se han cumplido y con creces; aunque 
somos menos funcionarios, las tareas se cumplen. Además, como ya se ha dicho, no todos los 
funcionarios los cobran porque cuando las tareas no se cumplen, no los perciben. No se trata de un 
aumento que va a recibir todo el mundo. 


Reitero: se ha achicado la plantilla de funcionarios y las tareas se siguen cumpliendo. 
También cabe destacar que la mayoría de los funcionarios ha aceptado la capacitación y se está 
cumpliendo con las metas establecidas. 


SEÑORA PLÁCIDO.- Simplemente quería agregar que en 1995 había 1.782 funcionarios a nivel de 
todo el Poder Legislativo y actualmente ese número desciende a 1.291. 


En nuestra unidad ejecutora, Cámara de Senadores, se hizo todo un estudio y podemos 
afirmar que a diciembre de 2000 éramos 350, aunque en 1998 había todavía más funcionarios porque 
hay que recordar que en ese año se fue muchísima gente. Actualmente somos 298, sin contar a los 
contratados ni a los becarios. Estos datos provienen de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Obviamente, sabemos que el poder adquisitivo se perdió y en el material que hemos 
entregado se puede ver una gráfica que muestra una franjita de 0,2 %, que representa los vínculos que 
mantiene la Cámara de Senadores a nivel de todo el Estado. También se hizo el sondeo de lo que 
representa el aumento y se puede afirmar que son aproximadamente $ 180.000 al mes, es decir, un 0,2 
% del presupuesto del Senado. 


Muchas gracias por habernos recibido. 


SEÑOR MORENO.- Si la señora presidenta lo permite, me gustaría ceder el uso de la palabra al señor 
Magurno para que explique lo referente a la prestación de salud. 


SEÑOR MAGURNO.- Agradecemos a las señoras senadoras, al señor senador y a la secretaría por 
recibirnos. 


El año pasado se formó —por unanimidad de una asamblea de Afucase— una comisión para el 
estudio de las prestaciones de salud, tema sobre el que se venía trabajando desde 2008 y que en 2011 
tuvo su primer intento de solución a través de una resolución que entregaba el servicio de UCM como 
un modo de igualar los beneficios. En este sentido, pretendemos lograr una equiparación salarial. Aquí 
se trata de convenios que paga la Cámara de Senadores —no es un seguro de salud que salga del 


Fonasa- y que tiene firmados con distintos prestadores, en función de los cuales el Senado se hace 
cargo de la parte que no llega a cubrir el Fonasa. 


En la propuesta que presentamos se incluye que el contrato con UCM vence en diciembre de 
2017. El monto está calculado en función de los gastos y pagos que realiza la Cámara de Senadores 
que, en promedio, representa $ 800 por funcionario, mientras que el promedio de ese complemento 
Fonasa que hay que pagar para los seguros es de $ 2.200. La diferencia es de aproximadamente $ 
1.400 por cada uno de los noventa y cinco funcionarios. 


En el cálculo que hicimos mediante una planilla Excel —que repartimos en oportunidad de 
recorrer los despachos de los señores senadores— indicamos que esto representa un 1,19 % del 
presupuesto de la Cámara de Senadores. Aclaramos que ese cálculo se hizo sobre la base de cuatro 
prestaciones por funcionario. Si tomamos en cuenta una familia tipo detectamos que, en este 
momento, el total sería de 186 prestaciones en noventa y cinco funcionarios. A su vez, lograr esa 
equidad para este tema en particular llevaría poco más del 0,5 % del presupuesto de la Cámara de 
Senadores. 


La comisión se formó por decisión de la mesa de negociación y el tema pasó a la órbita de la 
Presidencia del Senado, donde estuvimos negociando. El 28 de diciembre, en ocasión de una reunión 
de la directiva con un representante nuestro, se quedó en solucionar el tema y presentar una propuesta 
concreta. 


Nosotros tenemos el artículo sobre el que hemos trabajado con la secretaría de la 
presidencia, que fue el órgano que designó el señor presidente. Con la esperanza de poder solucionar 
este tema fue que planteamos el modo de financiación. Como dijimos, en diciembre de 2017 vence el 
contrato con UCM y obviamente que hay una pequeña diferencia, de 0,5 % del total del presupuesto, 
para cubrir y lograr la equidad a la que se refiere la resolución de la secretaría de 2011 con respecto a 
este tema en particular. 


SEÑORA PLÁCIDO.- Quiero hacer una acotación. 


En una instancia de mesa de negociación se presentó el articulado y Afucase estuvo de 
acuerdo con él, sin objeción alguna. Ahora bien, lo que sí nos llamó la atención fue que no obtuvimos 
respuesta al planteamiento que elevamos. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Con quién es la mesa de negociación? 

SEÑORA PLÁCIDO.- Está estipulado que sea con los dos secretarios. 

SEÑOR MORENO.- Los señores José Pedro Montero y Hebert Paguas. 

SEÑORA PLÁCIDO..- Por esa razón nos presentamos ante los señores senadores. 


SEÑORA PAYSSÉ.- La señora Lanza señaló que hubo una merma importante en la retribución salarial 
o en el ingreso salarial. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se habló de pérdida. 
SEÑORA PAYSSÉ.- Exacto, de una pérdida. Me gustaría saber cuándo fue eso y por qué. 


SEÑORA LANZA.- A partir de enero de este año, con el aumento del IRPF, hay gente que quedó con el 
mismo sueldo y otra que está cobrando menos que antes. Las pérdidas van desde $ 6.000 hasta $ 
18.000, aproximadamente. 


Nosotros estamos pidiendo una recuperación salarial de aproximadamente $ 3.800 o $ 4.000, 
con lo que ni siquiera estaríamos cubriendo toda la pérdida. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La comisión les agradece la presencia en este ámbito. 
SEÑOR MORENO.- Quedamos a las órdenes. Muchas gracias. 
SEÑORA PRESIDENTA.- No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 17:15). 
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